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INTRODUCCIÓN


«Ningún reinado en toda la historia de España goza de peor fama que el de Carlos II»1. Así comenzaba Henry Kamen el capítulo dedicado al gobierno de España en tiempos del último representante de la Casa de Austria en su ya clásica monografía La España de Carlos II —primera edición en español de1981, del original del año anterior titulado Spain in the later Seventeenth Century, 1665-1700—. Más recientemente, en el año 2009, Luis Ribot destacaba cómo «Carlos II, último de los reyes españoles de la Casa de Austria, que reinó entre 1665 y 1700, es uno de los monarcas con peor imagen de cuantos han ocupado el trono de san Fernando»2. Otros insignes historiadores no dejaron de deslizar comentarios que ahondaban en la poco halagadora imagen del monarca hasta la caricatura. Mientras que para John H. Elliott, «[e]l pobre rey, el centro de todas las esperanzas, resultó ser un enfermo raquítico y un débil mental, la última rama marchita de un linaje degenerado»3, para Antonio Domínguez Ortiz, «[e]l triste monarca y su fantasmagórica corte parecían simbolizar lo más profundo de la decadencia española»4.

Probablemente esta mala prensa pueda explicar, en parte, el hecho de que el reinado de Carlos II haya sido además de denostado, generalmente olvidado por la historiografía más clásica —salvando los notables aportes de las últimas décadas— que tiende ya sea a obviarlo, al pasar directamente de los años meridionales del siglo XVII al advenimiento del primer Borbón, del final del reinado de Felipe IV a la Guerra de Sucesión, o bien, cuando no, a presentarlo sin detenimiento y a grandes pinceladas, incidiendo en la difusión de una más que tópica imagen negativa. Imagen que se caracteriza, con insidiosa insistencia a través de dos mitos que quedaron fijados en el imaginario popular vinculando indisociablemente el reinado del último Habsburgo español con el de un rey hechizado de un reino en decadencia. Aún hoy en día Carlos II no ha logrado librarse en el imaginario colectivo de la etiqueta estereotipada de «Hechizado» que sólo le atribuye taras físicas y anécdotas morbosas, magnificadas por las dañinas vulgarizaciones —literarias, escolares, cinematográficas— de un final del siglo XVII devaluado en la cultura general.

 Y es que pareciera que con Carlos II se aliara el infortunio, pues no solo tuvo la desgracia de ser el último de los monarcas de su dinastía, sino que le tocó reinar en el periodo posterior a la derrota y la pérdida de la hegemonía internacional de la Monarquía de España, tras las paces de Westfalia (1648) y los Pirineos (1659), que había pasado a Francia. Le tocó pues medirse con un rival de talla, considerado el más astuto e inteligente monarca europeo de la época y cuya política expansionista pasaba necesariamente por el debilitamiento y declive de la monarquía española para lo que no habría de escatimar esfuerzos. Luis XIV mantuvo así cuatro guerras con España en el espacio de treinta y cinco años que duró el reinado de Carlos II y fue el principal promotor de los distintos tratados de reparto que intentaron desmembrar el imperio aun estando el rey con vida. 

Otras circunstancias de no menor importancia de cara a la consolidación de la imagen negativa del reinado son, por un lado, una subida al trono que supuso el advenimiento de un monarca menor de edad, suceso inédito durante la presencia de la casa de Austria española, cuando «[e]n la Europa de principios de la Edad Moderna, las minorías de edad de los reyes fueron desastrosas para la autoridad real y los gobiernos fuertes»5. Por otro lado, la persona misma del rey, débil y enfermizo, y, sobre todo, incapaz de ofrecer un heredero a la corona tampoco contribuiría a favorecerle. 

Además, al reinado de Carlos II le correspondió el punto álgido de la crisis del siglo XVII, en la década de 1660. Los mayores problemas que tenía la Monarquía desde su constitución tienen que ver con la enorme extensión y gran dispersión existente entre los numerosos territorios que la integraban. Después de la pérdida de hegemonía en Europa, España era incapaz de mantener por sí sola su estructura territorial. Así, pues, comparada con su historia anterior, la Monarquía había entrado en una fase de decadencia. No se trataba de una decadencia generalizada, como se ha podido erróneamente defender, sino principalmente económica y demográfica que afectaba al ámbito internacional por la incapacidad de mantener el imperio y su defensa. El embajador veneciano Giovanni Cornaro en su informe de 1682 reflejaba estas dramáticas carencias:

No hay armada de mar ni ejército de tierra; las fortalezas están abiertas, desmanteladas e indefensas; los pasos y puntos de entrada al país carecen de guardia; todo está expuesto, nada protegido. Resulta incomprensible cómo subsiste esta monarquía»6.


Así, pues, como señala Ribot, «el monarca y su época se complementaban de manera perfecta, prestándose mutuamente tintes sombríos hasta producir un conjunto que desaconsejaba cualquier esfuerzo por analizar aquellos años»7.

Pero más allá del contexto heredado de crisis y de la particular persona del rey, la Monarquía hispánica continuará siendo bajo su reinado un imperio, el más grande de occidente. El reinado de Carlos II ha sido frecuentemente estudiado en cuanto una etapa de continuidad de una economía y un estado ya ruinosos, pero algunas voces de especialistas han venido llamando la atención, en los últimos años, sobre la necesidad de considerar su reinado como el punto de arranque hacia una recuperación y un resurgimiento que el primer Borbón no hará sino acentuar. Las páginas que siguen quieren hacerse eco de este empeño. 





PRIMERA PARTE

Carlos, el príncipe heredero



I.


El legado de Felipe IV



Ruego y encargo a mis sucesores, según que por tiempo tuvieren al gobierno de estos mis reinos, procuren con todo cuidado escusar gastos superfluos y relevar los reinos de tributos y imposiciones; porque aunque voluntariamente sirven con ellos, el ruego y voluntad de los reyes siempre aprieta a los vasallos, y no se podrían, ni pueden llevar, si los reyes tuviesen con qué acudir al remedio y socorro de sus necesidades por urgentes y precisas que fuesen, y según esto, cuando quiera que les cesaren las necesidades, han de cesar los tributos.

Y generalmente encargo a mis sucesores legítimos en mis coronas y señoríos que por tiempo las poseyeren, honren a sus reinos y se desvelen en su conservación y aumento, honren, favorezcan y amparen a sus vasallos, porque lo merecen, y aunque esto es general en todos los reinos, en particular los encargo el amor y cuidado de los reinos de España, y muy especialmente de la Corona de Castilla, pues es notorio las fuerzas de gente y dinero que hemos sacado de esta corona en tiempo de los señores reyes mi abuelo y bisabuelo y del rey mi señor mi padre y en el mío, para las guerras de Flandes, Alemania, Francia, Italia, Inglaterra, Levante y otras partes, y los servicios y derramamiento de sangre que en todo han hecho y hacen cada día en la defensa de la religión católica (Testamento de Felipe IV, cláusulas 59 y 60, pp. 71-72).



Con estas palabras, a las que convendría añadir las de la cláusula 698, el rey Felipe IV de España reconocía en su testamento la cansada situación en la que se encontraba la monarquía que transmitía a su heredero. A la hora de su muerte, el 17 de septiembre de 1665, el arrepentido monarca legaba al joven príncipe Carlos un Estado en grave y lamentable situación de crisis demográfica, económica, política y militar. Pese a dedicar horas diarias a las tareas de gobierno9, el monarca había entregado las riendas de la monarquía a otros súbditos durante muchos años y, de este modo, y pese al hecho de haber manifestado, después de 1643, una resuelta voluntad de mantener un espacio propio, en una busca ansiosa de redención con la divinidad, reconociendo así sus culpas, fue progresivamente recogiendo los escasos frutos de su deliberado retiro de los asuntos de la monarquía.

Los contemporáneos de Felipe IV el Grande habían incluso llegado a decir que «[s]i el rey no muere, el reino muere»10. Y, después de la muerte del monarca, el embajador de Francia, el arzobispo de Embrun escribía, en su correspondencia con Luis XIV fechada del 17 de septiembre de 1665:

Comme les Espagnols, par un sentiment contraire à celui des Français, aiment beaucoup plus l’état que le prince, ils ne peuvent s’empêcher de faire ici réflexion que le roi avait reçu la couronne riche, florissante et puissante, et qu’il la laisse, après l’avoir possédée quarante-quatre ans, fort déchue, tant par le démembrement de quelques-uns de ses royaumes que par l’épuisement d’hommes et d’argent de ceux qui lui sont encore unis11.


La crisis económica que se dejó sentir en toda Europa había tenido una mayor repercusión en España por los elevados costes financieros de su política exterior. En su testamento, Felipe IV incluyó una cláusula relativa a Flandes que hacía manifiesta «la persistencia de una idea patrimonial de la Monarquía»12. Así fue cómo, en los últimos años del reinado, la monarquía quedó sumida en una profunda recesión y crisis, en la que la autoridad real estaba cuestionada por amplios sectores sociales, mientras intentaba contener las ambiciones económicas y territoriales de Francia, Holanda e Inglaterra.

1. UNA MONARQUÍA EXHAUSTA…

Las herencias territoriales que hicieron de Carlos V señor de un extenso imperio supusieron un duro impacto en la humilde economía de Castilla, que debió responder casi por sí sola a la serie de imprescindibles obligaciones que requería la Monarquía hispánica. Las múltiples campañas militares de los monarcas españoles habían ido mermando los distintos recursos de la Corona castellana. Hasta el punto de que para cuando subió al trono Felipe IV, él y su valido Olivares, eran plenamente conscientes del declive español, o, más concretamente, castellano, apreciable desde la violenta epidemia de peste de los años 1597-1601. Y es que con el inicio de su reinado coincidía uno de los hitos de la crisis, que vino a reducir el tráfico de Indias y que condujo a los mínimos demográficos y económicos de mediados del siglo XVII. Se quejaban las Cortes de la presión tributaria y la despoblación de los lugares; abundaban los memoriales de políticos y arbitristas que denunciaban los sucesos y proponían remedios. Ya a fines del reinado de Felipe III se había constituido una Junta de Reformación, en 1618, para buscar y proponer soluciones a la profunda crisis que comenzaba a instalarse. De la misma manera, los años iniciales del reinado de Felipe IV vieron menudear las propuestas de reforma. El rey y el valido eran, pues, conscientes de que la situación del país era grave, pero el rumbo político emprendido no haría sino empeorarla. 

a. Una demografía en declive

A finales del reinado de Felipe IV, la población daba signos de desmoralización y disminución. España presentaba, si bien con importantes contrastes según las regiones, una escasez demográfica, ofreciendo por lo general desiertos humanos y bajas densidades de población, evolucionando la población sistemáticamente a la par de los ciclos de producción agrícola. Así es como, después de ver su demografía aumentar durante los tres primeros cuartos del siglo XVI —si bien con síntomas de agotamiento ya hacia 1560-157013—, ambas Castillas y Andalucía, a partir de las décadas de 1580-1600, los reinos de Valencia y Aragón, desde finales del siglo XVI y la primera década del XVII, y Cataluña, Mallorca, Menorca y Murcia, a partir de las décadas de 1620-1630, conocieron un estancamiento cuando no, en la mayoría de los casos, un progresivo e ininterrumpido descenso hasta mediados del siglo XVII, llegando el país a perder la cuarta parte de su población total entre 1596 y 1650, pasando de 8,5 millones de habitantes a poco más de 6,5 millones14. Después de haber llegado a tener 5,9 millones de habitantes —según el censo de 1591—, la Corona de Castilla, entidad de la Monarquía española más poblada en el siglo XVI —lo que explica que asumiera un papel central y el protagonismo político-administrativo en esta—, superaría ligeramente los 5 millones en 1665, según indican los censos de comienzos del siglo XVIII, e incluso había alcanzado un máximo de 4,2 o 4,5 millones de habitantes a inicios de los años 1650. Se dio un ingente declive de la población, rural y urbana, sin que el significativo desarrollo de Madrid desde que se convirtiera en capital, en 1561, sirviera para subsanar la decadencia de Segovia, Burgos, Cuenca, Toledo y tantas otras localidades que vieron disminuir su vecindad hasta a veces un tercio del que tenían hacia 156015. Burgos y Sevilla, los dos motores de la economía castellana, conocían también malos tiempos. La primera vio cómo su población, que había alcanzado los 13.000 habitantes en 1590, se contrajo hasta los 3.000 en 1646. Y, como veremos, Sevilla perdió 60.000 habitantes, la mitad de su población, durante la terrible epidemia de peste de 1649. Durante el mismo periodo, la Corona de Aragón perdía entre un 15 % y un 20 % de sus habitantes.

Las causas del progresivo agotamiento demográfico de Castilla durante el siglo XVII son, pues, varias e inciden no solo componentes estructurales —los más— sino también factores exógenos, como las adversidades climáticas y las epidemias, que actuaron de modo negativo. Entre las principales causas de crisis demográficas, la hambruna figuraba en lugar señalado. Durante el reinado del Rey Planeta se habían multiplicado las malas cosechas a intervalos regulares —1629-1631, 1649-1652 y 1659-1662—, en la mayoría de los casos por fenómenos climáticos y calamidades naturales: sequías propias del clima mediterráneo en una gran parte de la península, plagas de langosta o veranos demasiado húmedos. Buena prueba de ello es la organización, entre 1617 y 1638, de procesiones y rogativas en la región de Cáceres por motivo de sequía cada dos años y a causa de plagas de langosta, cada tres. De la misma manera, la documentación del municipio cacereño pone en evidencia, para el siglo XVII, tres años de precipitaciones excesivas, veintisiete de sequías severas y veintitrés de sequías más moderadas, lo que corresponde a una calamidad cada dos años16. En otra región, en Cataluña, se observan claras variaciones climáticas a mediados del siglo XVII, con un episodio intenso y prolongado de repetidas sequías durante la década 1630-164017. Todos estos desastres incidieron en la aceleración y amplificación del periodo de depresión económica y demográfica en varias regiones por décadas: Castilla la Vieja, Cataluña y Valencia.

Las catástrofes naturales acarreaban penurias de alimentos y, con ellas, hambrunas que, a su vez, provocaban malnutrición y carencias alimenticias en las debilitadas poblaciones, más vulnerables, así, ante las enfermedades y epidemias. Así ocurrió entre 1647 y 1656 —1647 y 1652 en la península—, cuando, después de declararse en Valencia en 1647, una terrible ola de peste se extendió en dos direcciones opuestas, afectando las poblaciones levantinas y andaluzas con tal intensidad que sus efectos socioeconómicos se dejarían sentir durante mucho tiempo. El número de fallecidos alcanzó una cifra nunca superada, con al menos medio millón de muertos, 200.000 únicamente en la Baja Andalucía18. Desde Alicante, adonde llegó en 1647, el contagio se había propagado hacia Málaga por vía marítima, asolando la ciudad portuaria en 1649, para pasar después a Gibraltar, Cádiz y Jerez. Diezmó la ciudad de Sevilla —que pasó de cerca de 125.000 a 70.000 habitantes —, para extenderse después por Córdoba y Jaén. En el reino de Murcia, alcanzado en 1648, las pérdidas causadas por la epidemia fueron considerables, perdiendo la capital la mitad de sus habitantes y Cartagena el 46 % de su población. La Corona de Aragón se vio asimismo violentamente afectada por la epidemia. Después de Valencia, Tortosa, Tarragona, Barcelona, Zaragoza y Huesca fueron diezmadas. Cataluña vio cómo la peste de 1650-1652 aplazó por espacio de medio siglo la evolución demográfica del Principado19. En Barcelona, el número de habitantes del periodo 1621-1625 no sería alcanzado hasta los años 1696-170020. Tras extenderse por las islas baleares y el reino de Cerdeña en 1652, el contagio llegaría a Nápoles cuatro años más tarde, matando en tres años entre 80.000 y 100.000 de los 250.000 habitantes que contaba la ciudad italiana. La epidemia de peste que asoló los territorios castellanos y aragoneses entre 1647 y 1656 había echado a las calles a millones de huérfanos y mendigos.

Otra de las principales causas de recesión demográfica hay que encontrarla en las incesantes guerras que sostuvo la monarquía española dentro y fuera de sus fronteras durante el reinado de Felipe IV, rompiendo con el periodo de Pax Austriaca promovido por su antecesor. La incidencia de las acciones bélicas sobre la población en término de merma es de varia índole. A las causas directas de pérdidas en el campo de batalla, por muerte o por captura, cabe añadir las indirectas de muerte natural en las guarniciones y cárceles, de matrimonio con descendencia fuera de su patria, de servidumbre del personal diplomático y de los servicios de relaciones internacionales (cargos eclesiásticos, militares y civiles)21. Por otra parte, las guarniciones las formaban hombres jóvenes procedentes del campo, lo que restaba mano de obra para las tareas del campo y era causa de una inevitable baja de la producción agrícola. En el mismo sentido, las campañas bélicas provocaban un descenso de la nupcialidad y de la natalidad, bien por la suspensión de los matrimonios, bien por hacerlos imposibles por la muerte de los hombres que tomaban parte en las contiendas. También se encuentran las guerras en el origen del empobrecimiento de los particulares y, en consecuencia, de su fragilidad y exposición al hambre y a las enfermedades y epidemias, al sufrir estos la cada vez más insoportable presión fiscal instaurada para sufragar la economía de guerra promovida por el Estado. Finalmente, a mediados del siglo XVII, los tránsitos y alojamientos de tropas —fuente de desolación y de empobrecimiento de la población civil, por las exacciones y estragos cometidos por los soldados a los campesinos— así como los cercos a ciudades —que se convierten en focos de hambrunas, epidemias y de muertes violentas— volvieron a ejercerse en los territorios peninsulares, que se convirtieron en escenarios de luchas durante el reinado de Felipe IV. La formación de contingentes de voluntarios se hacía difícil, por la complicada situación a la que estaba sometida la monarquía, involucrada en no pocos conflictos exteriores a los que se añadieron las referidas luchas interiores, en las fronteras catalanas y portuguesas «con carácter de guerra total, pillajes y devastaciones, reclutas forzosas y todo el cortejo de males que evita la nación que hace la guerra en territorio ajeno»22. 

El reinado del progenitor y predecesor de Carlos II coincide esencialmente con la segunda de las tres épocas de guerra definidas por Domínguez Ortiz para el siglo XVII (1598-1635, 1635-1659 y 1659-1700)23. Los años que corren entre 1635 y 1659 corresponden a un periodo de gran esfuerzo militar y de considerables bajas. Se impulsan medidas excepcionales en respuesta a la ruptura de hostilidades con Francia, que participaría abiertamente en la Guerra de los Treinta Años. Dichas medidas consistían en la movilización de los hidalgos y de los caballeros de hábito, en el establecimiento de levas y quintas, así como en la orden dada a los señores para que levanten gente en sus estados. La escasa respuesta dada a estas medidas motivó, en 1638, la orden a los pueblos de entregar un soldado por cada cien vecinos. La escasez de hombres válidos se hacía patente y, de nuevo, la carga pesó sobre las clases humildes, pues los nobles o ricos pagaban un sustituto o compraban un cargo que les eximiera. La gente pobre volvía a ser sacrificada, lo que provocó la ausencia de brazos para cultivar los campos y su despoblación. Fue en esta época cuando se llevaron a cabo, entre 1650 y 1660, las acciones militares de mayor calado en la contienda portuguesa, cuando Felipe IV intenta reconquistar a cualquier precio el sedicioso reino, causando un enorme vacío demográfico en Extremadura, puesto que al mantenimiento de los ejércitos y los atropellos de los soldados se agregaban las incursiones del enemigo, y con ellas la destrucción y el saqueo de los lugares fronterizos, que eran abandonados. Durante este periodo, se solían pedir a las provincias castellanas entre 8.000 y 12.000 reclutas al año por leva o quinta forzosas, cifra esta que permitiría situar en alrededor de 12.000 el número de bajas anuales, entre muertos, prisioneros y desaparecidos, a los que cabría sumar los lisiados que acabarían fatalmente incrementando el considerable número de pordioseros.

Entre las pérdidas que se podrían achacar asimismo a las guerras habría que contabilizar las causadas por los actos de piratería tanto en alta mar, que provocaban bajas en las tripulaciones, como en las costas españolas, actos motivados por los ricos botines y los cuantiosos rescates. Ante los grandes riesgos que suponían los ataques de los berberiscos, se despoblaron lugares marítimos enteros en Cantabria y Galicia y «desde Ayamonte hasta Barcelona»24. Se calcula que los actos de piratería llegaron a causar el cautiverio, en Argel, de 30.000 españoles25.

A las tres principales causas de crisis demográficas —hambre, epidemias y guerra— tendría que añadirse la de las despoblaciones provocadas por los movimientos migratorios, tanto interiores como exteriores. Una de las características españolas residió en la emigración a las Indias, limitada, como se sabe, a los castellanos, por depender la administración de las colonias ultramarinas de la Corona de Castilla. Y si bien resulta difícil avanzar una cifra exacta, se calcula que pudieron embarcar para América un total de 450.000 individuos entre 1500 y 1650, de los cuales 200.000 lo habrían hecho en la primera parte del siglo XVII26. Globalmente, el flujo migratorio corrió paralelo a la evolución demográfica. Así, pues, los años comprendidos entre 1560 y 1579 correspondieron al momento álgido de la emigración americana; siendo el más bajo el periodo situado entre 1640 y 1700. El 40 % de los viajeros fueron andaluces; el 17 % procedía de Castilla la Nueva, el 15 %, de Extremadura, y el 12 %, de Castilla la Vieja27. Entre 1601 y 1630 ya se había desplazado el 73 % de toda la emigración andaluza a América del siglo XVII. En cuanto a la emigración gallega, fue principalmente un movimiento migratorio hasta Madrid durante la primera mitad del Seiscientos, y solo llega a Andalucía desde la segunda mitad del siglo. La emigración a las Indias desde Galicia se llevará a cabo principalmente a partir de la crisis de 1768-1771, emigración, por tanto, muy tardía al igual que la de los asturianos y vascos, que crecería de forma espectacular a partir de mediados del siglo XVIII. Por lo general, se trataba, fuera cual fuera su origen, de una emigración de familias o de reunión familiar.

Con todo, cabe destacar el hecho de que a partir de mediados del siglo XVII, y no obstante las crisis alimenticias de 1647-1650, 1659-1662, 1684-1685 y 1694-1699, puede observarse un pausado —pero sostenido— crecimiento de la población, así como una reconfiguración del paisaje demográfico, registrándose una diversidad de comportamientos y una redistribución a nivel territorial. En efecto, se puede apreciar claramente en la trayectoria de las series de bautismos y de diezmos un significativo crecimiento y auge de la población del litoral cantábrico y, en menor medida, levantino en detrimento de la Castilla interior y del abandonado centro peninsular, que se recuperaría progresiva y lentamente a partir de 1680. La fuerza de trabajo, así como la demanda y el consumo observaron la misma tendencia cronológica y espacial28. En las regiones septentrionales, tanto en Galicia y Asturias, como en el reino de Navarra y en las provincias vascas, a excepción de Álava, este acelerado incremento demográfico debe relacionarse con la introducción del cultivo del maíz a partir de la crisis de 1628-1633 y la limitada repercusión de las crisis de mortalidad. Los núcleos rurales de Andalucía parecen haber mantenido su población, de modo que se apreciaba mejor la gravedad de la crisis en las áreas más dinámicas y urbanizadas castellanas. El reino de Valencia, muy afectado por la expulsión de los moriscos (1609-1613), que representaban un tercio de su población, y por la peste de 1647-1652, conoció, a partir de 1660, una pujante recuperación demográfica y agrícola, llegando al año 1700 con un 20 % más de habitantes que en 1600. Esta situación se había hecho posible gracias a un proceso de roturación —esto es, de preparación para el cultivo— y de colonización de tierras despobladas —promovida por la misma Corona— y a la extensión de la agricultura comercial, mediante el cultivo de vino, frutos secos y plantas industriales29.

Así, pues, al concluir el siglo XVII, la población de los reinos hispanos era cuantitativamente la misma que la que había sido censada en 1591. Lo que sí había cambiado era su distribución geográfica, que había experimentado cambios muy significativos, pues mientras el centro peninsular se encontraba casi despoblado, pese a la recuperación iniciada a finales de los años 1650, y sin comercio ni industria, ocurría todo lo contrario en la periferia. Este contraste se constata asimismo entre los espacios rurales y los urbanos, ya que el desarrollo demográfico fue mayor en los primeros que en los segundos, al menos en Castilla y Murcia, debido, sin duda, a un mayor dinamismo económico del campo, aunque tampoco conviene descartar, sobre todo desde los años 1660, un reparto más equitativo de los tributos o, más adelante, ya bajo el reinado de Carlos II, las exenciones fiscales que se otorgaron a quienes se instalaban en zonas despobladas, según la Real Cédula promulgada el 14 de junio de 1678.

b. Una economía a la deriva

En lo que a la actividad económica respecta, después de la bonanza de los tres primeros cuartos del siglo XVI, se inauguró una adversa coyuntura a partir de la década de 1580, cuando la economía peninsular, y particularmente la castellana, sufrió un creciente e inexorable desplome que alcanzaría sus peores momentos en las décadas centrales del siglo XVII. Fue entonces cuando los sectores primario y secundario se hundieron en un profundo marasmo.

En lo que a la agricultura respecta, si los tres primeros cuartos del Quinientos habían visto una expansión de la población rural y de la producción agraria, se observa, en la señalada década, una caída de la producción agrícola global hasta mediados del XVII. Este derrumbe encontraba su origen, además de en la continuidad de los factores estructurales negativos del siglo XVI, en el descenso demográfico y, por tanto, un consumo menor, en el aumento de las cargas fiscales —señoriales o reales—, en la privatización de tierras de baldío y de bienes comunales, y en una sucesión de malas cosechas —fruto en parte de una climatología adversa, como señalamos— que no dejaron de subrayar los testimonios de la época —que lamentaban el abandono de los campos y la ruina de la actividad agrícola—. En la submeseta norte, esto es, desde el oriente leonés hasta La Rioja, la producción de cereales llegó a bajar hasta un 40 y un 50 % entre la década de 1580 y mediados del XVII, para conocer, a continuación, una estabilización o recuperación, si bien hasta mediados del XVIII no volverían a los niveles de dos siglos atrás. Así, por ejemplo, en el oriente leonés, la producción de trigo experimentó una caída progresiva a partir de los años 1580-1589, pasando de una media de 577 fanegas a una media de 332,4 en la década de 1660, para conocer, a partir de los años 1670-1679 —excepto en la década de 1680, que conoció una producción media de 289, 4 fanegas—, una subida progresiva hasta recuperar la producción de 1580-1589 en los años 40 del siglo XVIII30. 

No obstante, ante la situación de crisis agraria, se produjeron ciertos reajustes, sobre todo a partir de 1630-1640, cuando se introdujo capital atesorado en otras actividades económicas. Así fue como se llevó a cabo, en ciertas zonas, un reajuste, así como una mayor especialización de los cultivos. Los grandes cultivadores empezaron a prestar más atención a la producción de centeno, de cebada y de vino31. En Castilla y Andalucía, los cereales cedieron terreno al olivo —que también iba a desplazar los cereales en la fachada levantina y en Mallorca— y a la vid —que iba a consolidarse en la región cantábrica, en La Rioja, Aragón y el Mediterráneo, principalmente en Cataluña—. Se extendió, además, el cultivo de maíz en el norte peninsular, transformando así un régimen agropecuario que iba a sustentar el crecimiento demográfico de Galicia y Asturias en la segunda mitad del Seiscientos.

La actividad ganadera no conoció idéntica suerte. El aumento de las superficies cultivadas y, por tanto, la disminución de las tierras de pasto llevada a cabo en el siglo XVI, así como la progresiva enajenación de los bienes comunales, afectó negativamente a la cabaña ganadera, principalmente ovina, que pasó de tener 3 millones de cabezas en la primera mitad del XVI a superar, solo en contadas ocasiones, los 2 millones en el siglo XVII. Y todo ello, pese a la despoblación rural que había ido liberando tierras de cultivo y ganado estante, permitiendo la roturación de nuevas tierras, mientras las menos productivas eran recuperadas por la ganadería. Las curvas de producción indican una paulatina recuperación del sector en las últimas décadas del XVII.

Tal como había ocurrido con la producción agrícola, el desarrollo industrial castellano se detuvo a finales del siglo XVI para experimentar un profundo declive a lo largo del siglo XVII, especialmente en el principal sector, el textil, cuya actividad tuvo que adaptarse, ya en los años 1620, al poder adquisitivo de una población menos pudiente —por el alza de los precios y la fuerte presión fiscal— y tuvo que hacer frente a la competencia de los productos manufacturados exportados del extranjero, sobre todo desde los acuerdos de libre cambio firmados con Francia e Inglaterra, que supusieron una fuerte amenaza para los productores nacionales de paños y de seda. Por otra parte, debido al anquilosamiento de su organización y a su incapacidad de adaptarse a las nuevas técnicas y a las necesidades del mercado, los gremios se habían convertido en uno de los factores de la crisis productiva industrial. En lo que concierne a los otros dos sectores industriales capitales, la siderurgia —en el País Vasco, Cantabria y Castilla, con Molina de Aragón— y la construcción naval —País Vasco, Cataluña, Galicia, Santander y Sevilla—, si bien conocieron una decadencia desde finales del XVI, esta fue menos pronunciada gracias a la demanda comercial procedente tanto de las colonias americanas como la generada en respuesta a las necesidades que creaban las incesantes guerras en las que se veía involucrada la monarquía española.

Por todo ello, y por factores monetarios y fiscales que analizaremos en el siguiente apartado, el siglo XVII no podía sino caracterizarse por una clara crisis del sector terciario, con una nítida disminución de las transacciones mercantiles y una acentuación de la dependencia comercial. Se produjo una contracción del mercado por la merma de la oferta, la caída de la demanda de productos artesanales —provocada por el incremento de la presión fiscal—, la deflación de las inversiones en los sectores productivos —industrial o comercial— que se orientó hacia la compra de tierras, títulos, oficios, juros o censos —en beneficio de los improductivos intereses de la nobleza, la Iglesia o la burocracia—, la disminución de la posibilidad de ahorro, así como la fuerte reducción de la capacidad adquisitiva y del número de compradores. Los intercambios interiores —y particularmente los del centro peninsular— se vieron especialmente afectados, poco favorecidos por el deterioro de la red caminera. Se habían ido perdiendo paulatinamente muchas de las conexiones de la red viaria peninsular, prácticamente la mitad: de los 18.000 kilómetros establecidos en su repertorio por el cartógrafo valenciano Pedro Juan Villuga en 154632 quedaban apenas 9.000, según la descripción que hacía el italiano Giuseppe Miselli para 168433. 

El descenso de la producción de cereales fue la principal causa del empobrecimiento de los cultivadores y de la despoblación de las zonas rurales. Ya que cuando producían excedentes, los campesinos no podían comercializarlos, por el declive demográfico y el proceso de desurbanización. La imposibilidad de vender las cosechas les impedía a su vez acceder a los bienes de manufactura, lo que tenía como inevitable consecuencia una reducción de la demanda. Paralelamente, los pueblos se arruinaban y se despoblaban en buena medida abrumados por la carga que suponían los censos34. La frágil clase media del campo castellano se asfixiaba bajo las cargas fiscales que acuciaban a los pueblos, que solicitaban recursos como comprar licencias reales para roturar los mejores bienes propios y comunes, no consiguiendo otra cosa con los productos obtenidos de esas labranzas que pagar más impuestos.

En cuanto a las urbes, la mayoría de ellas decayeron. La disminución de su población y el declive de las actividades económicas condujeron a una reducción de la demanda de manera drástica y las perturbaciones provocadas por la política monetaria de la Corona, con sus repetidos ciclos de inflaciones y deflaciones, alimentaron el proceso de empobrecimiento nacional general. Disminuyeron el número y volumen de los intercambios comerciales, se desarticularon algunos de los circuitos mercantiles existentes e, incluso, se llegó a producir un regreso a la autosuficiencia. En la meseta norte, ciudades como Valladolid, Segovia, Medina del Campo o Burgos vieron cómo sus poderosas actividades artesanales e industrias de transformación textil, sus centros feriales o los sectores vinculados con la construcción fueron sustituidos por los movimientos de un número incalculable de criados y mendigos, muchos de ellos campesinos desheredados que afluían a las ciudades para vivir de la picaresca o de la limosna. Si bien no fue totalmente paralela, la coyuntura de las manufacturas había ido siguiendo la evolución marcada por la dinámica negativa agraria. En este contexto, no pocos centros comarcales y regionales se extinguieron y desaparecieron, desarticulando prácticamente toda la estructura comercial. Las ferias internacionales y otros mercados periódicos de primer orden se redujeron, los mercaderes y banqueros locales desparecían, originando, por tanto, la caída de todo el sector. Solo Madrid creció, favorecida por su estatuto de corte —a la que había que abastecer—, convirtiéndose incluso en una capital de importancia europea, con una pequeña clase comerciante que se dedicaba a vender productos manufacturados de lujo —las más de las veces importados— reservados para las clases improductivas35. No obstante, este desarrollo y el dinamismo del tráfico centrado únicamente en la villa y corte se tradujo en su nefasto dominio sobre el sistema mercantil castellano y peninsular, puesto que, al no engendrar la unificación del mercado nacional, desarticulaba aún más la organización urbana anterior y vertebradora de la especialización de los flujos locales, regionales e internacionales36.

La crisis terciaria se fue agravando además por el fuerte descenso, desde finales del siglo XVI, de la llegada de oro y plata de las Indias, que empezaron a hacerse más escasos de manera irreversible a partir de los años 1616-1620, como indica el estudio de Hamilton sobre las importaciones de metales preciosos entre 1580 y 166037. A partir de 1620 se produjo una contracción global de un 85 % en la plata y de un 60 % en el volumen transportado desde las Indias: de las 273.500 toneladas de 1610 se pasó a las 121.300 de 165038. El creciente agotamiento de las minas, sumado al declive de la mano de obra indígena y a la progresiva autosuficiencia de la población americana, provocó la caída de la aún débil demanda colonial y redujo el suministro argentífero hacia Europa. Se puede así apreciar una firme disminución del comercio sevillano a partir de los años 1620-1625, después de haber alcanzado su punto álgido hacia 1610. Por otra parte, la incapacidad, por parte de la metrópoli, de poder satisfacer la demanda tanto de productos de primera necesidad como de bienes manufacturados de lujo de sus colonias americanas se traducía en la evasión de la plata, que iba, antes o inmediatamente después de llegar a Sevilla o a Cádiz, no sólo hacia Francia, Holanda, Génova e Inglaterra —los principales beneficiarios de dicho tráfico— sino también hacia los demás países del norte de Europa. Los comerciantes extranjeros habían conseguido, merced a las numerosas concesiones de la corona española39, un control del comercio con América. El sistema económico español presentaba así el absurdo —denunciado por los arbitristas de la época— de utilizar la plata de sus colonias en la compra de productos manufactura­dos a terceros países, lo que condujo lógicamente ya únicamente a una situación de subordinación a Europa, sino que además trajo aparejada situación de carencia de desarrollo para el país. En consecuencia, al reenviarse rápidamente a las colonias americanas las importaciones desde el extranjero, los puertos de Sevilla, Cádiz, Sanlúcar de Barrameda y el Puerto de Santa María no llegaron a desarrollarse más allá de simples centros de tránsito, áreas de distribución entre el norte de Europa y América.

En cuanto a las exportaciones españolas, se reducían entonces, cuando no se reducía el comercio internacional, a unas pocas materias primas —lana, vino o hierro— mientras se importaban, y en cada vez mayor proporción, productos textiles manufacturados, navales y siderúrgicos. La balanza exterior de la Corona española tendía entonces a ser cada vez más negativa, a la vez que iba disminuyendo su independencia comercial.

Como resultado de todo ello, y pese al mercantilismo reinante, el comercio vio contenida su expansión, caracterizándose la situación hacia 1650 por una falta de vigor, un agotamiento y una recesión generalizados: «campesinos, artesanos, mercaderes y pecheros, lo mismo que los aristócratas, los concejos y la monarquía percibían cómo la crisis se instalaba en la vida cotidiana española»40.

c. Entre desorden monetario y presión fiscal

Sin duda alguna, como hemos ido señalando en las páginas precedentes, el rumbo político adoptado durante el reinado de Felipe IV acompañó y ahondó la crisis hasta llevar a la Monarquía hispánica hacia un estado de agotamiento y empobrecimiento generalizado. En efecto, si la monarquía disponía de ingentes recursos económicos, sus gastos no eran menos considerables, si se suman a los ordinarios de la Casa Real, de la administración y del ejército y de la armada41 los extraordinarios provocados por las continuas guerras en las que estaba implicada.

La financiación del poder monárquico, del programa de carácter reformista promovido por el conde-duque de Olivares así como de la ambiciosa política internacional llevada a cabo desde la subida al trono de Felipe IV supuso un duro golpe para la modesta economía de Castilla, fuertemente condicionada por el peso financiero del Imperio, y por la búsqueda permanente de nuevos subsidios y nuevos recursos que gravaban la vida cotidiana de los súbditos, situación que conocería, si cabe, una degradación general desde la participación de Francia en la Guerra de los Treinta Años a partir del año 1635.

Los crecientes e importantes gastos extraordinarios movidos por la defensa de la integridad territorial y religiosa del extenso imperio legado por los primeros representantes de la Casa de Austria y el mantenimiento de la hegemonía española en Europa suponía grandes sumas de dinero y la movilización sistemática de la riqueza nacional —incluidos los caudales provenientes de las minas americanas—, cuando el régimen de rentas proporcionadas por el sistema impositivo apenas cubría los gastos ordinarios, incidiendo en la intensificación de la presión fiscal, en el recurso asiduo al crédito y al endeudamiento permanente, y en todo tipo de expedientes que permitiesen el rescate de las arcas de la Real Hacienda castellana, principal soporte del Estado. Con el aumento del gasto público, fue gestándose una situación financiera caótica y de déficit crónico, así como la ineludible ruina del Erario y de la nación entera, que supuso una «total subordinación de la economía castellana al gran capitalismo cosmopolita»42 y, en definitiva, «de la política interior a la exterior»43. 

Los testimonios del estado de declinación en el que se encontraba la Monarquía no son pocos. Ya las Cortes castellanas reunidas en Madrid el 21 de febrero de 1632 manifestaron al rey la dificultad de participar una vez más en los esfuerzos de guerra:

Ha muerto mucha gente y han desamparado sus casas y haciendas muchas familias, perdiéndose las labranzas, faltaron los ganados, consumiéronse muchos caudales, quedaron los pueblos más para ser aliviados de trabajos que para acudir al socorro de otros Reinos (Actas de las Cortes de Castilla, 49. Citado por Domínguez Ortiz, 1960, p. 46).


De igual modo, el escritor Jerónimo de Barrionuevo de Peralta (1587-¿1671?) no presentaba una situación muy diferente en las avisos que dirigía a un deán de Zaragoza para mantenerlo informado de cuanto ocurría en Madrid. Así, pues, desde la corte vaticinaba, el 10 de octubre de 1654, la posible incapacidad de las Cortes de reunir la suma que les solicitaba la corona como servicio:

Lunes, 8 de este, bajo decreto del Rey para que se junten Cortes. Dícese que a instancia de la Reina se jurarán las dos Infantas, una en defecto de la otra, de que hay ejemplares, y para pedir cinco millones, aunque otros dicen ocho, prontos para la campaña. Nadie sabe ni alcanza de dónde se los puedan dar, estando todo tan agotado (Barrionuevo de Peralta, Avisos, t. 1, p. 84).


La penuria asolaba la corte entera:

Come el Rey pescado todas las vigilias de la Madre de Dios, y en la de la Presentación no tuvo que comer más que huevos y más huevos, por no tener los compradores un real para prevenir nada (Carta del 28 de noviembre de 165, en Barrionuevo, Avisos, t. 3, p. 392).


Y sin escaparse de este preocupante escenario la misma Casa real, como relata en sus avisos a partir de 1654:


S. M. ha dado medio luto por el Rey de Romanos, que no tiene un cuarto ni de dónde sacarle, comiendo hoy, como come, la renta del año de 60 (Carta del 29 de agosto de 1654, en Barrionuevo, Avisos, t. 1, p. 40).

 

Por las cuentas de la hacienda de S. M. en los libros que de su contaduría ha sacado el reino tiene S. M. en limpio de renta 27 millones, no llegando a sus manos seis, habiendo muchos días en las casas del Rey y Reina falta de todo, hasta de pan, habiendo tanto. Si Dios no lo remedia, como puede, esto se acaba muy aprisa (Carta del 18 de septiembre de 1655, en Barrionuevo, Avisos, t. 2, p. 124).

 

A los 20 de éste el Proveedor y Veedor de la Casa Real le dijeron a D. Juan de Góngora no tenían dinero de ningún modo para sustentar la Casa Real, que se dice gasta cada mes 50.000 ducados, y que como no pagaban a nadie, no les querían fiar nada (Carta del 29 de mayo de 1658, en Barrionuevo, Avisos, t. 4, p. 160).



El 1 de noviembre de 1654 había subrayado rotundamente: «no hay un real ni quien le tenga»44. Y es que en 1647 la monarquía ya había consumido las rentas de hasta el año 1653.

Ahora bien, para hacer frente a la situación, no bastaban los ingresos ordinarios y extraordinarios de los que disponía la Hacienda Real hasta entonces45. Así fue cómo, después del fracaso del proyecto de Unión de Armas promovido por Olivares para aumentar los recursos de la monarquía con una mayor y ecuánime contribución de los territorios no castellanos, se buscaron nuevas financiaciones. Las medidas al respecto fueron numerosas, variadas y casi continuas, concerniendo todos los productos —cuanto pudiera imagi­narse— y a todas las capas de la sociedad, si bien quizás las clases improductivas —nobleza y clero— soportaron mejor la situación gracias a sus exenciones tributarias. Se procedió así a la regular creación de nuevos y múltiples tributos46, lo que llevó al autor de un Padre nuestro glosado a sostener que «nos echan gabelas / sobre el respirar». La presión fiscal alcanzó entonces niveles tan críticos que empeoró de manera horrenda la pobreza y ruina del país.

Otro modo de financiación fue proponer a la venta todo aquello que pudiese permitir algún tipo de ingreso. Se vendieron así tierras de realengo, con lo que se constituyeron nuevos mayorazgos y se reforzó el poder de la nobleza. Asimismo, se recurrió a la venta —en muchas ocasiones, precipitada— y al mejor postor, de cargos, oficios y cesiones de jurisdicciones reales en la corona de Castilla. A partir de 1635 se aceleraron las ventas a particulares, por parte de la Corona, de oficios de administración de las ciudades y de las instituciones militares, religiosas —incluso de la Inquisición— y monárquicas: plazas de regidores de los cabildos municipales, hábitos de las órdenes militares, señoríos, títulos de nobleza, categoría de ciudad a las poblaciones que podían conseguirla, etc. Durante el reinado de Felipe IV, algo más de 200.000 súbditos castellanos pasaron de este modo de una jurisdicción real a la de un particular, noble en la mayoría de los casos47, con el acuerdo de las Cortes en 1626, 1630 y 1639. 

Una de las singulares peculiaridades de las mutaciones sociales producidas por las restricciones financieras residió, así, en el creciente lugar ocupado por la aristocracia en detrimento de los demás grupos, originando el desvío, en no pocos casos, de capital productivo, al considerar la burguesía naciente «la mercancía como una etapa en el camino hacia las clases nobles»48 y provocando lo que pudo definirse como «crisis de la aristocracia»49. Y es que bajo Felipe IV, y con la misma proporción que durante el reinado de su padre y antecesor, se aceleró el proceso de creación de títulos nobiliarios. Solo en Castilla, se crearon 67 marquesados y 25 condados: «[q]uien tenía dinero para comprar lugares y vasallos, llevar un tren de vida ostentoso y abonar crecidas cantidades a la Hacienda, pasaba a ser, de simple caballero, conde o marqués»50. Además, rompiendo con una función esencial e identitaria del estamento nobiliario, Felipe IV redujo a dinero el derecho de lanzas, esto es, la antigua obligación de servir al rey con hombres armados51. Por supuesto, el sustancial aumento numérico del grupo estamental no pudo dejar de tener una repercusión en su importancia política y social, si bien tal vez con una disminución sensible de su nivel medio de autoridad y riqueza52.

Los donativos, «pedidos más o menos voluntarios a particulares y comunidades», eran otra fuente de ingresos. Más que sus predecesores, Felipe IV recurrió a este expediente, medida original del sistema hacendístico de su reinado por su abundancia. Doce fueron los donativos: en 1624, con motivo del ataque de los ingleses a Cádiz; en 1629, por la guerra de la sucesión de Mantua; en 1632, pero fue rápidamente suspendido ante la hostilidad que había levantado; en 1635, debido a la ruptura de hostilidades con Francia; en 1640, un «donativo general por fuegos»; en 1645, en concepto de ayuda a la defensa de la monarquía; en 1648, para sufragar el viaje de la nueva reina, Mariana de Austria, a España; en 1649 y 1654, para atender a los gastos ocasionados por la guerra de Cataluña; en 1651, para que los hombres de negocios no suspendieran sus provisiones; en 1659, donativo de las ciudades y de particulares a fin de costear el viaje de Felipe IV y su séquito al Bidasoa y para los desposorios de la infanta María Teresa con Luis XIV; y, por último, en 1664, con motivo de la campaña de Portugal53.

Los habituales déficits presupuestarios de la Hacienda Real podían cubrirse asimismo con préstamos de banqueros extranjeros, garantizados con juros y bienes públicos. La degradación de la solvencia de la monarquía acarreó un retraso cada vez mayor de sus pagos y, repetidamente, la imposibilidad de abonar las cantidades exigidas. Ante estas situaciones, las bancarrotas o suspensiones de pago por parte de la monarquía permitían, mediante una renegociación forzada con sus acreedores —quienes, ante el riesgo de perder totalmente sus deudas, preferían negociar una baja de los tipos de préstamo—, consolidar la deuda anterior a tipos de interés inferiores y con plazos más largos. No obstante, no eran más que soluciones transitorias, unos débiles parches, pues el proceso de endeudamiento mórbido no terminaba para reanudarse, incidiendo en la quiebra de todos los prestamistas importantes debido a este círculo vicioso. Esta acumulación de deudas condujo a la Corona en varias ocasiones a decretar la bancarrota, como sucedió, durante el reinado de Felipe IV, en 1627, 1647, 1652, 1660 y 1662, «reconvirtiendo la deuda flotante en deuda consolidada o juros, cuyo volumen, acrecentado además con la venta de estos títulos en momentos de extrema necesidad, recayó en el importe de las rentas hipotecándolas, de tal modo que en 1669 ascendían los réditos de los juros a 9.986.513 ducados, siendo el valor de las recaudaciones de 11.788.026 ducados, sin incluir el producto de las Tres Gracias»54. 

Si añadimos a lo que acabamos de presentar la más que usual fuente de ingresos que consistía en la confiscación real de una parte de las rentas de los juros, recurso adoptado por Felipe IV y que recuperaría su hijo, Carlos II, podemos entender que la Monarquía hispánica perdía irremediablemente credibilidad por las extraordinarias pérdidas financieras que causaba a sus prestamistas. La suspensión de pagos de enero de 1627 había provocado importantes pérdidas para los banqueros italianos, lo que llevó entonces a los hombres de negocios portugueses a compartir su monopolio sobre los asientos. La de 1647 perjudicaría principalmente a los portugueses, cuando la parcial de 1660 supondría la retención a los hombres de negocios de la mitad de los reembolsos procedentes de la deuda flotante que debían recibir sobre todas sus deudas durante los años 1660 y 1661 y de una cuarta parte a los arrendadores de rentas55. El descrédito de la Corona era tal, que Giacomo Quirini, embajador de la república de Venecia entre 1653 y 1656, consignó en su informe una lapidaria aseveración: «non vi essendo persona che voglia ingerirsi negli Affari della Corona»56.

Pero, sin duda alguna, la obtención de ingresos mediante la manipulación del sistema monetario fue una de las más notables características económicas del reinado de Felipe IV57. Pese a ser consciente de la importancia que residía en el poseer y mantener una moneda sana para la economía de la monarquía, los agobios financieros que constantemente acuciaron al soberano español lo movieron a encontrar medios de fácil ejecución para obtener rápidamente grandes sumas de dinero. 

La primera de las operaciones consistía en la emisión, en grandes cantidades, de moneda de baja calidad, el vellón de plata con una alta proporción de cobre, operación iniciada durante el reinado de Felipe III. Esta manipulación tenía como nefasto resultado una merma de la confianza de la población en la moneda, lo que acarreaba la paralización de los intercambios y de la actividad productiva. El otro procedimiento era el denominado “resello”, esto es, la reacuñación de las monedas para cambiar el valor facial de la moneda. Los súbditos se veían obligados a llevar su dinero de vellón a la ceca que le correspondía para que, con un martillo, se acuñara el nuevo valor facial en las monedas. De este modo, por ejemplo, cuando se duplicaba el valor de las monedas, no se devolvía a los súbditos la cantidad inicial de monedas de vellón, sino la mitad, pero con el nuevo valor facial. La monarquía se quedaba con la otra mitad en concepto de ganancia.

El sistema parecía ventajoso. No obstante, si ambas manipulaciones le permitían a la monarquía granjear grandes beneficios e ingresos momentáneos, conducían asimismo a grandes pérdidas económicas a más largo plazo. El aumento de moneda de cobre circulante, legal —por emisión de moneda nueva o por reinyección en el mercado monetario de las piezas procedentes del resello— y falsa —que se introducía en grandes cantidades por la fácil falsificación de las piezas de vellón—, provocaba una inflación de los precios, encareciéndose los bastimentos, sueldos y provisiones reales de todo tipo. Además, con el resello se perdió la correlación entre las monedas de plata y las de vellón, y el descrédito y la consiguiente desvalorización de las monedas de vellón hicieron que las de plata adquiriesen más valor que el nominal, produciendo el premio de la plata. En efecto, resultó de la coexistencia de dos monedas —una insuficiente moneda de plata en circulación junto a monedas de cobre con escaso valor intrínseco— que para conseguir una determinada cantidad de moneda de plata había que entregar más moneda de vellón que su equivalencia fiduciaria legal. La moneda de plata empezó a considerarse un valor seguro, pues era de alta calidad, fiable y con ella se efectuaban los pagos internacionales a los prestamistas de la Corona, lo que provocó su desaparición de la circulación, según la ley de Gresham58. La gente prefirió atesorar la moneda de plata y guardarla en prevención del deterioro de la economía, lo que aumentaba el premio de la plata. En este contexto, como los impuestos se recaudaban casi únicamente en vellón, al cambiarlo por plata para los asientos destinados al exterior se producían enormes pérdidas para la Corona. La coexistencia de dos monedas supuso también la coexistencia de dos precios, continuamente cambiantes, en función de las repetidas manipulaciones monetarias; y como nadie quería tener moneda de vellón, tan desvalorizada, aumentaba su celeridad de circulación dentro de la economía, acelerando más la subida de precios. Así, pues, si a comienzos de 1604, esto es, un año después del primer resello, en el reinado de Felipe III, el premio era un 4 %, en 1679 llegó a alcanzar el 275 %, es decir que un bien adquirido con moneda de vellón era un 275 % más caro que en su equivalente en plata.

Ahora bien, cabe matizar que el reinado de Felipe IV se caracterizó por las continuas oscilaciones entre dos tendencias opuestas. Primero, se aumentaba la cantidad de vellón circulante, por medio de acuñaciones y resellos, como vimos, y, en un segundo tiempo, después de las hostiles reacciones del pueblo y tras haber sufrido la Real Hacienda cuantiosas pérdidas debido al crecimiento del premio de la plata, se imponía la baja del vellón, bien por medio de la destrucción física del dinero metálico de cobre, bien mediante la reducción legal de su valor. Estas bajas de vellón suponían un duro golpe contra los poseedores de juros, censos y rentas fijas —recaudadores, factores, hombres de negocios— y contra los ingresos de gran número de particulares y corporaciones, dado que la base del sistema de cuenta era el maravedí. A modo de ejemplo, la pragmática de baja de 1628 le costó 1.100.000 ducados a la Real Hacienda.

Así, entre 1621 y 1626, Felipe IV hizo acuñar 19.728.000 ducados de vellón puro —«vellón grueso»—, que, sin los costes, permitió un beneficio líquido de 13.152.000 para la Hacienda Real. La rebaja de 1627 del valor nominal del vellón supuso una pérdida para el pueblo estimada a 15 millones. En marzo de 1636, después de la ruptura de hostilidades con Francia, se ordena triplicar el valor de la moneda de vellón rico —calderilla—, colocándole un nuevo resello sobre el que había sufrido ya en 1603, lo que dio un beneficio de 4.700.000 ducados para el Erario. Para responder a las sublevaciones de Cataluña y Portugal, se resellaron en 1641 los ochavos segovianos y todo el vellón acuñado entre 1617 y 1626 al triple de su valor, creando un beneficio de 10 millones. Al año siguiente, se decretaba una deflación del vellón, que quedaba reducido a su valor intrínseco, dividiendo por cuatro el valor de la moneda en circulación. Las monedas de doce y ocho maravedís fueron reducidas a dos, las de seis y cuatro a uno y las de uno a una blanca, esto es, a medio. Esta baja de 1642 provocó grandes dificultades en el pueblo, que no lograba cubrir sus primeras necesidades. En 1643 se cuadruplicó el valor del vellón viejo, permitiendo un beneficio real de 6 millones. Cinco años después, se mandó que el real de a ocho, que había subido hasta once, volviese a su valor inicial, para frenar el premio de la plata. El resello de 1651, motivado por el contexto favorable de los problemas internos de Francia, propicio para la recuperación de Cataluña, le permitió a la Hacienda Real granjearse 11 millones de beneficio. Se subió el vellón a su nivel de antes de la deflación de 1642, excepto la calderilla, se acuñaron 100.000 ducados en monedas de dos maravedís para los pagos menudos, y se decretó que los premios no subieren del 50 %. Estas medidas acarrearon los alborotos que sacudieron Andalucía en 1652. Se dio, pues, este mismo año, la necesaria orden de deflación del vellón, que quedó reducido al valor que tenía anteriormente, y se prometió a los poseedores de indemnizarles con juros sobre la renta del tabaco. Se pidió asimismo entregar la calderilla, a cambio de la misma indemnización prevista para el vellón. Otra pragmática prohibía el premio de la plata, así como la mención, en los contratos, de cláusulas de pago en plata o vellón, debiendo ser ambas monedas totalmente paritarias en adelante. Por otra parte, se fijaba el valor del escudo de oro en catorce reales, y el del doblón, en veintiocho. En el año 1654 se procedió a una nueva reacuñación del vellón, que dio un beneficio de alrededor de 2 millones a la Real Hacienda. La calderilla volvería a correr con el valor que tenía antes de la prohibición —cuatro y ocho maravedís—, si se la llevaba primero a resellar. Los dueños se quedaron con una mitad y el Estado, con la otra. Este mismo año de 1654 finalizaba la llegada regular de las flotas de Indias a España con metales preciosos. Con laa real cédula de 1658, para evitar la subida excesiva de los precios, duplica el vellón, concediendo a la Hacienda un ingreso de 850.000 ducados, mucho menos de los 5 millones esperados, pero, exhaustos, los ciudadanos conservaron la plata, la calderilla e incluso el vellón grueso. El 6 de mayo de 1659 se suspendió el resello del vellón, para atribuirle el mismo valor que antes. Muy interesante resulta ser el proyecto de 1650 de labrar una nueva moneda de vellón a partir de la fundición de las piezas de vellón grueso de dos maravedís y la acuñación de otras de triple valor nominal que llevaría plata. Habrían de haberse puesto en circulación tres monedas fraccionarias: la calderilla, el vellón grueso y la nueva moneda ligada. Pero el 22 de octubre de 1660 se decretó la acuñación de la nueva moneda y que se absorbiesen las otras. El nivel de falsificaciones y de alteraciones fue tal, que se ordenó retirar la moneda recién labrada, aunque esta siguió produciéndose no obstante con procedimientos nuevos que coartasen su corrupción. Se produjeron 3 millones de ducados de vellón. Finalmente, el reinado concluyó con una deflación, el 14 de octubre de 1664, de la nueva moneda a la mitad, suspendiéndose su acuñación y reiterándose la prohibición de guardar la calderilla y el vellón grueso.

El descrédito y la desconfianza hacia el vellón había provocado la paralización del comercio por falta de moneda eficaz para las transacciones comerciales. Y, pese al castigo reservado a quienes propagaban rumores sobre la alteración de la moneda59, resultaba difícil restablecer la confianza en la misma, como manifestaba el propio monarca en un decreto del 20 de julio de 165560 o Barrionuevo en sus Avisos:

Los panaderos, fruteros, overos y todos cuantos forasteros vienen a traer de fuera cualquier género de mantenimientos, no quieren moneda resellada, y lo dan a menos precio por plata u oro, y los que no lo despachan así lo dejan en fianza a otros mercaderes y tratos gruesos lo toman por temor del castigo (Barrionuevo de Peralta, Avisos, II, p. 25).


Por supuesto, huelga decir que los altibajos de la política monetaria practicada durante el reinado de Felipe IV contribuyeron al empeoramiento de la crisis, incidiendo no sólo en la inestabilidad de la economía castellana y el sentimiento de inseguridad general, sino que también llegaron a ocasionar en ocasiones revueltas populares, como a continuación trataremos. Y la situación era crítica, como atestiguaba el informe establecido por sir Arthur Hopton, el embajador inglés en Madrid, en abril de 1641: 

Respecto al estado de este reino, nunca hubiera podido imaginarme que llegara a verlo como está ahora, pues el pueblo empieza a decaer y los que aún resisten, debido a la sucesión de malos resultados y las pesadas cargas que padecen, se hallan descorazonados. No tienen un solo hombre con capacidad de mandar un ejército. Las rentas del rey, al cobrarse en moneda de cobre, disminuyen en una tercera parte, al convertirse en plata. Empiezan ya a echar mano de las vajillas de plata de los particulares que, junto con las de las iglesias, es todo lo que hay en el reino. Su comercio tiene que venirse necesariamente abajo debido a los nuevos gravámenes que se le imponen diariamente y a los trastornos que se hace a los mercaderes […] La justicia está aquí del todo extinguida y el pueblo casi ya, en parte a causa de las intolerables sisas que tiene que pagar por cualquier cosa que compren (con la única excepción del pan) y en parte también debido a las enormes sumas de dinero que a diario se les exigen. Los barcos y marineros de que disponen no llegan a la décima parte de lo que tenían y deberían tener […]. Así pues, Vuestra Señoría puede estar seguro de que esta monarquía corre grave peligro de arruinarse por completo61. 


Añadiendo sentenciosamente a lo escrito unas semanas más tarde: «Me inclino a pensar que la grandeza de esta Monarquía está próxima a su fin»62.

En 1664, ejecutadas las liquidaciones, la deuda total contraída con los asentistas sumaba los 21.616.037 ducados. La Hacienda Real estaba arruinada y, como escribió en 1649 el embajador veneciano Girolamo Giustinian, «[l]’amor del popolo verso il re par soffocato dall’oppressione delle soverchie contribuzioni, di modo ch’ogni mutazion di dominio gli sarebbe cara»63.

2. …ENTRE TENSAS RELACIONES CON LOS REINOS DE LA MONARQUÍA…

Después de que sucedí en estos reinos, se me han ofrecido grandes y continuas guerras, sin culpa mía; porque todas han sido para defensa de mis reinos y dominios que me pertenecen y heredé de mis gloriosos padres, abuelos y bisabuelos y otros mis antecesores, de que me han pretendido despojar, imposibilitándome la defensa con la sublevación de algunos mis reinos y vasallos, y asistencias que para mantener la rebelión les han dado […] (Testamento de Felipe IV, cláusula 69, p. 81).


En estos términos Felipe IV trataba de justificar el constante estado de guerra que acabaría por caracterizar su reinado. Víctima a la vez de la política voluntarista del valido del monarca español, el conde duque de Olivares, del feroz apetito de sus enemigos exteriores —motivados por su afán tanto de destruir la hegemonía y reputación españolas como de hacerse con sus riquezas—, y de la defensa encarnizada de su patrimonio territorial —de su mayorazgo imperial— por parte del soberano, la monarquía española había tenido que luchar en no pocos frentes, las más de las veces en sus mismas fronteras. Un territorio de la monarquía luchaba por su independencia desde el reinado de Felipe II, otros dos se habían sublevado contra la autoridad de Felipe IV y las potencias europeas, con la Francia de Luis XIV a la cabeza, y aspiraban a tener un papel preponderante en el escenario internacional, despojando a la corona española de su hegemonía.

a. La rebelión de Cataluña

La declaración de guerra de Francia a España y al Imperio el 19 de mayo de 1635 dio un nuevo rumbo a la Guerra de los Treinta Años que iba a tener nefastas consecuencias para el destino de la Monarquía española. El Principado de Cataluña se convertía en un frente militar que ofrecía al enemigo galo la posibilidad de llevar la guerra a la periferia peninsular, a las puertas mismas del Estado. Para Olivares, su defensa, así como el inicio de una lucha preventiva contra el Languedoc francés exigía la necesaria implicación de los catalanes, en aras de la Unión de Armas que procuraba implantar. Ahora bien, la demanda de mayores contribuciones —el proyecto del valido suponía la movilización de 6.000 soldados catalanes— y los problemas ocasionados con los alojamientos de las tropas —formadas por valones, napolitanos, alemanes y castellanos— con los campesinos, así como las frecuentes fricciones entre los soldados catalanes y los castellanos —como sucedió en 1637 en Vilafranca del Panadés o en Palafrugell en 1638— fueron el preludio de la rebelión del principado.

Desde 1635, la Corona había llevado una decidida y coercitiva política para obligar a los catalanes a participar en el esfuerzo militar de la Corona —prohibición de comerciar con Francia y amenazas— y la pérdida de ciertas plazas fuertes —Salces y Opol— fueron aprovechadas por Olivares para implicar a las instituciones catalanas en la defensa de la monarquía. En 1640, el gobierno central exigió el alojamiento de las tropas por parte de todos los municipios, el reclutamiento de 6.000 hombres y la financiación de la campaña militar por la Diputación catalana. Las relaciones entre el virrey y las autoridades catalanas se tensaron irreversiblemente en marzo de 1640 cuando fueron detenidos dos miembros del Consejo de Ciento —Consell de Cent, institución de gobierno municipal autónomo de Barcelona— y de Francesc de Tamarit (ca. 1600-1653), representante del brazo militar de la Generalitat de Cataluña —el 18 de mayo— y se intentó además procesar a Pau Claris i Casademunt (1586-1641), canónigo de la Seu d’Urgell y delegado del brazo eclesiástico en la Generalitat, de la que era, a la sazón, presidente de turno.

En abril de 1640 se produjeron violentos conflictos en la provincia de Gerona por la resistencia campesina a alojar a los tercios castellanos. El día 30 fueron asesinados el alguacil real Juan Miguel de Monrodón y sus subordinados, que habían sido enviados a supervisar la instalación de los soldados en Santa Coloma de Farners. Sucedieron en respuesta incendios, saqueos y destrucciones. Las represalias de los tercios en Riudarenes (3 de mayo) y en Santa Coloma de Farners (14 de mayo) acarrearon el alzamiento de los aldeanos y campesinos.

El 22 de mayo, un nutrido grupo de insurgentes marchó sobre Barcelona, asaltando la prisión para liberar a Tamarit y a los otros detenidos. Esta naciente revuelta campesina alcanzó su cúspide el 7 de junio de 1640 cuando sectores del campesinado —segadors—, a los que se juntaron las clases populares urbanas, se manifestaron violentamente durante la festividad del Corpus Christi. Ese día, conocido como el día de Corpus de Sangre, el virrey, don Dalmau de Queralt, conde de Santa Coloma, fue asesinado cuando intentaba alcanzar en su huida una galera genovesa.

La supresión de la administración real motivó que el rey decidiera restablecer el orden mediante una intervención militar, enviando al marqués de los Vélez con un ejército de 40.000 hombres para sofocar la rebelión.

Como respuesta, en septiembre la Generalitat convocó una Junta General de Brazos —que era, en realidad, una convocatoria a Cortes, privilegio que le correspondía al rey— para legitimar y organizar una resistencia con la creación de juntas (Guerra, Hacienda, Justicia), de un Tribunal Supremo y de una hermandad. Previamente a esta revuelta institucional, desde mayo se habían entablado negociaciones para obtener apoyo militar por parte del reino de Francia para frenar el avance de las tropas enviadas por Felipe IV. Durante el otoño de 1640, las tropas encabezadas por el nuevo virrey, el marqués de los Vélez, y las tropas francesas entraron en el territorio catalán. 

El 16 de enero de 1641 eligió definitivamente a Francia, presentándose Cataluña como una república bajo el amparo de Luis XIII, nuevo conde de Barcelona, y el 23 del mismo mes, los tres brazos —eclesiástico, militar y real— juraron fidelidad al rey galo. La nueva alianza se inauguraba con buenos auspicios el 26 de enero de 1641, cuando las tropas franco-catalanas derrotaron en la batalla de Montjuïc al ejército de Felipe IV e, que tuvo que retirarse de Barcelona.

La rebelión empezó a tomar un nuevo cariz en 1644, año de la entrada de Felipe IV en Lérida, cuando se orientó hacia una guerra civil. Cada vez más representantes de la Iglesia y de la nobleza catalana se negaban a reconocer al rey de Francia y se multiplicaron las manifestaciones violentas contra la vinculación a Francia. Se produjo un cada vez más importante y masivo exilio de fieles catalanes a Felipe IV, felipistas que sufrieron las represalias de los franceses pero que serían rápidamente recompensados por el monarca español. El clero catalán y hasta la Generalitat dieron paulatinamente la espalda a los franceses, hasta tal punto de que, en 1645, se descubría una conjuración urdida por la institución catalana, lo que condujo al apresamiento, tortura y ejecución de varios miembros de la Generalitat.

La certeza entre la clase gobernante de que el Principado no era más que un satélite bajo la autoridad de Luis XIII, las represalias ejercidas por los galos, los conflictos entre los soldados franceses y la población catalana, la situación de guerra civil interna, con las conspiraciones profelipistas, y el agotamiento de una población catalana diezmada por la guerra y una feroz epidemia de peste, hacían imparable el avance de las tropas de Felipe IV. El año de 1648 fue, sin duda, el más idóneo para el comienzo de la recuperación del Principado de Cataluña. Firmada la Paz de Westfalia, que supuso el fin de la guerra contra las Provincias Unidas, entre 1648 y 1652 se había abandonado prácticamente el frente portugués para concentrar todos los esfuerzos militares de la monarquía en Cataluña. Sin olvidar, además que, con la Fronda, Francia estaba sumida en su propia guerra civil.

El 11 de julio de 1651 llegaba don Juan José de Austria, por entonces virrey de Sicilia, al Principado de Cataluña, desembarcando en Tarragona. Entre agosto y octubre de 1651, las tropas del hijo bastardo del rey sitiaron Barcelona. Pasado el invierno, durante la primavera de 1652, la resistencia de la ciudad se fue haciendo insostenible. A finales del verano de 1652, se presagiaba ya la rendición de Barcelona. En este contexto, y en previsión de los futuros sucesos, el 5 de mayo de 1652 Felipe IV autorizaba a don Juan José a ofrecer un perdón general a los catalanes profranceses, lo que hizo en una carta escrita a la ciudad de Barcelona y leída en el Consejo de Ciento el 9 de octubre, en la que se concedía, de forma oficiosa, el perdón. El 11 de octubre el conseller en cap de Barcelona, Rafel Casamitjana (1609-1653), pidió oficialmente el perdón de la ciudad, y dos días después, el 13 de octubre de 1652, Barcelona abría sus puertas a las tropas de Felipe IV, poniendo así fin a una rebelión que había durado doce largos años.

b. La secesión de Portugal

La fortuna de Felipe IV sería otra en la guerra que oponía la monarquía española a Portugal. Al igual que Cataluña, el reino luso había manifestado antes de 1640 su rechazo a la política de Unión de Armas propugnada por el conde-duque de Olivares. La nobleza y el clero portugueses, que habían permanecido hasta entonces casi exentos de toda carga fiscal por el Estatuto de Tomar de 1581, se vieron súbitamente sometidos a la contribución fiscal y a las medidas jurídicas que se intentaron aplicar en beneficio de la economía de guerra de la monarquía. La política unionista de Olivares, que acabaría distanciando a buena parte de la población portuguesa, les pediría en adelante una contribución anual de 500.000 cruzados. A dicha suma contribuirían todas las clases sociales, lo que en sí no habría de suponer realmente un gran esfuerzo, pero sí un deterioro social no desdeñable para las clases privilegiadas. La presión fiscal cada vez mayor, que afectaba de igual modo a los miembros de la Iglesia, las exigencias de servir en el frente catalán y de conceder la cuarta parte de las rentas anuales de las encomiendas y los bienes donados por la Corona condujeron paulatinamente al enojo de la nobleza portuguesa. Tanto fue así que tanto el clero como los fidalgos se abstuvieron de condenar el levantamiento antifiscal de Évora, que se extendió entre 1637 y 1638 por el Algarve y el Alentejo, actitud que recordaría Felipe IV al convocar la Junta Grande de Portugal en 1638 para suprimir las diferencias nacionales entre portugueses y castellanos y presentar una nueva forma de gobierno del reino luso, la composición del Consejo de Portugal, una reforma de los tribunales superiores y los medios de recuperar el imperio. La disposición que más oposición encontró fue la del 14 de junio de 1639, que significaba la desaparición del Consejo de Portugal y la institución de dos juntas (una en Lisboa y otra en Madrid) para tratar los asuntos portugueses. Esta supresión suponía, para la nobleza portuguesa, una notable pérdida y una ruptura con la particularidad del Estatuto de Tomar, que hacía del reino de Portugal un reino con un estatus relevante, de gran autonomía. 

A las causas fiscales y jurídicas, se unieron la cuestión de los derechos hereditarios de los duques de Braganza, casa emparentada con la apagada rama de los Avís, que federaba la resistencia antiespañola y factores socioeconómicos como la defensa de los intereses económicos lusos en Brasil atacados por los holandeses y franceses (asunto, por otro lado, que se encontraba lejos de las preocupaciones de Olivares, bien decidido a destruir Holanda en Europa). Así la sonada derrota de la flota española en la batalla de Las Dunas en octubre de 1639, a la que vino a unirse la guerra de Cataluña, dieron a entender a los portugueses que la monarquía española no tendría los medios marítimos y terrestres suficientes para impedir cualquier conato de secesión por su parte. 

 A su vez la rebelión iniciada por los catalanes alimentó los temores de Madrid de ver un escenario similar desarrollarse en Portugal, sobre todo mientras João de Pereira, duque de Braganza, permaneciera en el país. La orden de Felipe IV al pretendiente al trono luso de acudir sin dilación a la Corte madrileña hizo acelerar los planes de secesión. El 1 de diciembre de 1640, los centinelas del palacio real de Lisboa, así como Miguel de Vasconcelos, hombre de confianza de Olivares, fueron asesinados por un grupo minoritario encabezado por algunos fidalgos. Al tiempo que la virreina de Portugal, la princesa Margarita de Saboya, duquesa consorte de Mantua, fue destituida y acompañada a la frontera.

En un principio, la Restauración no fue tomada en serio por la monarquía española, pues fue un acto de pocos hombres y no gozaba inicialmente del apoyo unánime de los portugueses. Y solo el despliegue de una prolífica propaganda a favor de la nueva dinastía —que descansaba en el discurso contra los usurpadores monarcas de la Casa de Austria y la demostración de un levantamiento anticastellano de origen popular— y el apoyo internacional de la alianza anti-Habsburgo del último periodo de la Guerra de los Treinta Años —con el apoyo de Francia e Inglaterra— puede explicar que llegase a buen término la independencia de Portugal. Los enfrentamientos militares solo se desarrollaron en tres periodos, concretamente en las campañas de 1644, 1657-1659 y 1662-1665. Mientras tanto, el reino de Portugal firmaba alianzas con Inglaterra en 1654 y 1661 y preparaba sus ejércitos. 

A partir de 1641, los escenarios de la guerra fueron principalmente las zonas fronterizas de Castilla, desde Andalucía hasta Galicia, que sufrieron frecuentes invasiones, saqueos y destrucción de poblaciones. Por su parte, las tropas españolas no estaban en condiciones de garantizar la defensa de la Corona, insuficientes y de mala calidad, y causantes ellos mismos de idénticos estragos en las aldeas castellanas. El 14 de enero de 1659, las tropas españolas mandadas por el ministro Luis de Haro sufrieron pérdidas considerables en Elvas (Portugal). El 8 de junio de 1663 los ejércitos capitaneados por don Juan José de Austria conocerían una suerte similar, vencidos en la batalla de Ameixial. A las tropas del duque de Osuna, Gaspar Téllez-Girón, les tocaron ser derrotadas en Castel Rodrigo el 7 de julio de 1664. Finalmente, puede considerarse que se resolvió la guerra en la campaña de 1665 con la batalla que libraron portugueses y españoles el 17 de junio de 1665 en Montes Claros, cerca de Villaviciosa, con una clara e importante victoria de los primeros. Las huestes españolas, dirigidas por Luis de Benavides Carrillo, marqués de Caracena, fueron derrotadas en siete horas por las fuerzas portuguesas, apoyadas por contingentes franceses e ingleses, bajo el mando del marqués de Marialva, António Luís de Meneses.

Tales infortunios no podían sino proceder de la voluntad divina para un Felipe IV cansado y preocupado por la preservación de los territorios heredados, pero también por la salvación de su alma: 

El suceso que han tenido mis armas en Portugal manifiesta bien cuán ofendido se halla Nuestro Señor de los pecados y escándalos públicos, ordenando se remediase y se hicieran rogativas y oraciones a fin de que su Divina Majestad nos mire con misericordia y asista a mis ejércitos y a los buenos sucesos de la monarquía64.


c. Motines antifiscales y de subsistencia

Como ya señalamos, los enormes gastos a los que debía hacer frente la Corona, implicada en múltiples guerras —unos 16 o 17 millones de ducados anuales en los últimos años del gobierno de Olivares, más del doble de lo que se pagaba en la década de los años 1630— descansaban en una población cada vez más escasa y empobrecida. Y las rebeliones de Cataluña y Portugal habían conducido a una aún mayor presión fiscal, a la solicitud coercitiva de nuevas y numerosas levas de soldados y a la movilización de la nobleza, desde los hidalgos hasta caballeros de las órdenes militares. Se solicitó asimismo la involucración de los grandes señores, mediante la exigencia de levas militares, medida que tuvo por consecuencia la desafección y despoblación de los señoríos, así como la caída de las rentas señoriales.

Para el verano de 1641, Gaspar Alonso Pérez de Guzmán, IX duque de Medina Sidonia —ducado más antiguo de la Corona castellana— representaba el descontento de la aristocracia. Las diferentes medidas fiscales y militares en servicio a la monarquía impuestas por Olivares habían gravado sus estados con 800.000 ducados de censos y su actitud ante la rebelión de Portugal, del que su hermana, Luisa de Guzmán, y su cuñado desde 1632, el duque de Braganza, eran ahora reyes, no fue exactamente la de un defensor de los intereses monárquicos españoles. En efecto, al ser nombrado capitán general de un ejército que debía invadir el reino secesionista, dio muestras de poca diligencia y pasividad en el reclutamiento de los soldados y la formación del referido ejército, y se creyó incluso que pudo avisar a Juan IV sobre los planes de la conspiración. Se sospechaba que, junto con su pariente Francisco Manuel de Guzmán y Zúñiga, VI marqués de Ayamonte —una de las ramas menores de la casa de Medina Sidonia—, instigador de la rebeldía, preparaba un levantamiento en Andalucía para liberarla del yugo olivarista y «restablecer las cortes y fueros de la Nobleza». De triunfar su proyecto, hubiera sin duda contado con el apoyo de Portugal y la colaboración de las marinas de Francia y Holanda, que hubiesen atacado la flota de Indias y tomado Cádiz. Las sospechas condujeron a la intercepción por un agente de la Corona, Antonio de Isasi, de una comprometedora carta de Ayamonte a Medina Sidonia, en la que quedaba descubierta la conspiración. Ambos aristócratas fueron detenidos, siendo el primero ejecutado el 12 de diciembre de 1648 en el Alcázar de Segovia, mientras el duque recibiría el perdón real, teniendo que pagar una multa de 200.000 ducados a modo de donativo y perdiendo, en beneficio de la Corona, el señorío de Sanlúcar en 1645.

Otra conspiración contra la autoridad del rey fue la protagonizada en 1648 por Rodrigo de Silva Mendoza y Sarmiento, duque consorte de Híjar. Los motivos fueron los mismos que en el caso anterior: una excesiva presión fiscal y levas indiscriminadas de soldados, en contra de los fueros y privilegios locales. La maquinación de Híjar preveía que sustituyera a Luis de Haro como privado del rey Felipe IV o, en su defecto, que fuese reconocido como rey de una monarquía independiente en el reino de Aragón, con la ayuda de Francia. Denunciados los conspiradores —el duque de Híjar, Pedro de Silva, marqués de la Verga, Carlos Padilla y el militar portugués Domingo Cabral—, fueron detenidos en Madrid el 18 y 19 de agosto de 1648, acusados de un crimen de lesa majestad. Pedro de Silva y Carlos Padilla fueron ejecutados en la Plaza Mayor de Madrid el 5 de diciembre de 1648, habiendo muerto ya Cabral en prisión. Al duque de Híjar se le confiscaron le fueron confiscados todos sus bienes y fue condenado a cadena perpetua, muriendo quince años después en la cárcel de León, en 1664.

 Distinto cariz ofrecieron las otras revueltas antifiscales que conocieron las Coronas de Castilla y de Aragón en las décadas de 1640 y 1650. Entre 1647 y 1652, el sur de la Península se vio afectado por una serie de alteraciones y motines de subsistencia. La carestía causaba estragos sobre todo en Andalucía, provocando la subida del precio del trigo, cuando el 19 de marzo de 1647, la situación explotó en Granada. Se había producido la insurrección de unos 400 individuos armados con palos y espadas, que salieron a la calle en busca y captura del corregidor y de los capitulares de la ciudad. Al haberse refugiado el corregidor en el convento de San Juan de Dios, su casa fue apedreada por los amotinados65. El 30 de agosto de 1648 también tendría lugar en Motril una alteración por la escasez de pan66. En respuesta se había llevado una política de alivio que parecía haber dado positivos frutos. No obstante, en julio de 1650 volvieron a manifestarse los granadinos contra la falta de pan y contra el impuesto de la harina, revuelta que benefició del apoyo de los soldados de las guarniciones de la Alhambra. La represión fue violenta67. Al año siguiente, la inflación nominal del vellón del 11 de noviembre de 1651 condujo a una nueva devaluación de la moneda, ocasionando un gran descontento popular, particularmente por el alza en el precio del pan tras las malas cosechas de 1648 y 1650-1651, que coincidía además con la epidemia de peste de 1649-1650. Córdoba y Sevilla estallaban en la primavera de 165268. Córdoba, que había visto disgregarse su tejido social y familiar con la pérdida de 13.000 de sus 40.000 habitantes durante la epidemia de peste, conoció una profunda crisis urbana nacida de la inestabilidad económica, social y política, motivando los motines del 6 de mayo, que pronto se extendió a otras partes: Écija, el 15 de mayo, o Sevilla, a partir del 19 de mayo. El 31 de octubre de 1654, Barrionuevo señalaba en sus Avisos una manifestación popular en Andalucía a causa de la imposición del aceite69.

A esta misma categoría de alteraciones populares cabría incluir las sublevaciones de Palermo y Nápoles entre 1647-1648. Ambas fueron esencialmente motivadas por la carestía de alimentos causada por los elevados tributos. En Sicilia, el desgobierno, la opresión fiscal y la crisis de subsistencia ocasionada por las malas cosechas de 1646 y 1647, habían despertado el descontento, provocando el estallido de una primera rebelión —rápidamente reprimida— en Mesina en agosto de 1646 y en Palermo, el 20 de mayo de 1647. Se reivindicaba la supresión de las cinco gabelas (grano, vino aceite, carne y queso), así como una mayor presencia de los gremios en el poder municipal. El 15 de agosto se empeoraron las manifestaciones con el ataque de los insurgentes al palacio del virrey. Después del asesinato del cabecilla de la revuelta, Giuseppe Alessi, el 22 de agosto, se detuvo el proceso de reforma popular que este había iniciado. Empezaron entonces a surgir varias conspiraciones antinobiliarias, republicanas y antiespañolas. El fracaso de la rebelión dio lugar a una brutal represión. En julio de 1648 la mayoría de los motines estaba sofocada y el virrey entraba en la capital al mando de tropas españolas.

Los habitantes de Nápoles siguieron el ejemplo de los sicilianos. El hecho que hizo saltar allí la chispa de la rebelión fue un nuevo impuesto sobre la fruta, el alimento básico de los pobres. La rebelión del joven pescador Tommaso Aniello d’Amalfi, llamado Massaniello (1620-1647), iniciada el 7 de julio de 1647, se caracterizó, en una primera etapa, por las reivindicaciones centradas en la abolición de los nuevos impuestos y en la reforma del gobierno de la capital, por un fuerte componente anti-señorial y por la denuncia de los atropellos causados por los españoles sobre los privilegios y franquicias del reino. La segunda fase consistió en la proclamación, gracias al apoyo francés, de una república napolitana el 23 de octubre. Finalmente, las tropas españolas encabezadas por el conde de Oñate pusieron fin a la rebelión, consiguiendo la capitulación de la capital el 5 de abril de 1548.

 En conclusión, para la segunda mitad de la centuria, la autoridad real quedaba erosionada y su debilidad era manifiesta, refrendada por las no pocas manifestaciones de descontento que marcaron los años 1640 y 1650 del reinado de Felipe IV.

3. …Y LA PÉRDIDA DE LA HEGEMONÍA EN EUROPA

El reinado de Felipe IV significó también el fin de la hegemonía española en el concierto de las naciones dominantes. La defensa de los intereses dinásticos y religiosos de la Monarquía española en sus extensos, pero dispersos, dominios europeos, así como de su reputación implicaba el despliegue de una activa, intensa y compleja política intervencionista en el escenario internacional, incluso en cuestiones poco relevantes para ella. Y si la subida al trono de Felipe IV había despertado las expectativas de quienes pensaban que el joven monarca llevaría a la Monarquía hispánica a recobrar el prestigio y poder de los tiempos pretéritos, estas pronto se esfumarían ante la dura realidad que se impondría. La agresiva política exterior del valido Olivares que procuraba mantener la hegemonía española en Europa y para la que no se escatimaron recursos y esfuerzos, no dio los frutos esperados. A partir de 1635, las pérdidas y recuperaciones fueron constantes. En los campos de batalla, los tercios españoles ya no eran invencibles, como subrayaba, por ejemplo, la derrota de las tropas dirigidas por el portugués Francisco de Melo frente al ejército francés de Luis II de Borbón Condé, duque de Enghien, en Rocroi el 19 de mayo de 1643. Si bien esta no supuso un duro golpe a las operaciones militares de la monarquía española, pues los temidos tercios conservaron un alto nivel de eficacia, sí se daban con ella señales de una merma del esplendor y poderío militar español en un momento en el que Francia iba tomando protagonismo en el continente europeo, marcando esta, además, el inicio de una serie de derrotas estratégicas clave para la Monarquía hispánica.

La situación militar en Europa, el estado de agotamiento de las poblaciones que conformaban la Monarquía española, las dificultades internas causadas por las revueltas secesionistas de Cataluña y Portugal, así como las dificultades financieras internacionales propiciaron la apertura de las negociaciones para la paz en Flandes.

a. Las Paces de Westfalia (1648)

Iniciadas con los Estados Generales en 1644, los acuerdos se anunciaban difíciles de conseguir por lo intricado de las contiendas, el número importante de actores en ellas, así como la diversidad de intereses representados. El emperador del Sacro Imperio Romano-Germánico —Fernando III de Habsburgo—, la Monarquía hispánica, los reinos de Francia y Suecia, las Provincias Unidas y sus respectivos aliados entre los príncipes del Sacro Imperio Romano-Germánico negociaron en dos congresos, en función del campo religioso de los protagonistas. En Münster se reunieron así las potencias católicas y el nuncio pontifical Fabio Chigi —el futuro pontífice Alejandro VII, en 1655—, mientras en Osnabrück lo hacían las fuerzas protestantes suecas, alemanas y holandesas. Esta división religiosa hacía patente la irreversible separación de los dos pilares de la cristiandad medieval —La Santa Sede y el Sacro Imperio Romano Germánico— a la vez que recalcaba el fracaso del proyecto político-religioso secular que los representantes españoles de la casa de Austria habían venido defendiendo desde la elección de Carlos de Habsburgo como emperador. 

Los dos tratados de paz de Osnabrück y Münster, firmados el 15 de mayo y 24 de octubre de 1648, respectivamente, ponían fin a la guerra de los Treinta Años en Alemania y a la larga guerra que oponía, desde hacía ochenta años, a los Países Bajos con la Monarquía española. España, que ya había abandonado la idea de cualquier vuelta de las Provincias Unidas en su regazo desde los años 1610, reconoció la independencia de las provincias que se habían sublevado, permaneciendo la parte sur de los Países Bajos —católica— bajo la autoridad de Felipe IV, aunque siempre más mermada por los ataques de Francia. El monarca español perdía así un elemento del patrimonio borgoñón que había legado Carlos Quinto a sus descendientes.

Con los tratados de Westfalia, la concordia familiar y la congregación de intereses que relacionaban a las dos ramas de la casa de Austria quedaban rotas, encontrándose la monarquía española sola frente a la francesa, con la que el Imperio había hecho las paces. La política española se veía obligada a adaptarse al nuevo contexto internacional, a resolver la tensión existente entre los anhelos de la monarquía española y la realidad política y militar europea, fundada en el pragmatismo de los Estados y de sus dirigentes. Pero, sobre todo, las Paces de Westfalia supusieron la primera manifestación notable del final de la hegemonía de los Habsburgo en Europa, siendo las siguientes la gran derrota de las tropas españolas en Las Dunas (1658) y la Paz de los Pirineos de 1659, que marcaba un radical cambio de escenario con el reconocimiento de la supremacía del poder de Francia.

b. El Tratado de los Pirineos (1659)

Desde noviembre de 1655, año en el que se firmó el tratado de Westminster entre Francia e Inglaterra, el imperio español había quedado más aislado. En 1656, por ejemplo, la flota inglesa bloqueó las costas y la bahía de Cádiz, provocando la paralización del comercio exterior70. Durante dos años ningún barco con plata llegó de Indias, incidiendo en la ruina del reino. Con el tratado de París de marzo de 1657, se consolidaba la asociación franco-inglesa mediante el establecimiento de una campaña militar común para despojar a España Gravelines, que sería recuperada por los franceses, y de Dunquerque, que quedaría bajo dominación inglesa. El mar sería el teatro de acción de los ingleses y la tierra, el de las tropas francesas. Su alianza amenazaba directamente las posesiones españolas ultramarinas y europeas. En este contexto, el almirante inglés Robert Blake interceptó y capturó la flota de Indias en abril de 1657. En octubre de 1657, el vizconde de Turenne tomaba Mardyck, que entregaba a los ingleses. Ese mismo año de 1657, los ingleses atacaron Santa Cruz de Tenerife, hundiendo la flota española que allí se había refugiado. 

Después de la renovación del acuerdo en mayo de 1658, su aplicación condujo a la batalla de Las Dunas, el 14 de junio de 1658, que enfrentó al ejército franco-inglés del vizconde de Turenne, contra el español conducido por Juan José de Austria y Luis II de Condé y que acabó con la sonada derrota de los españoles. A continuación, siguieron las caídas de Dunquerque, entregada a los ingleses, tal y como había sido estipulado, Oudenaarde, Ypres, Gravelinas y otras plazas. Se había así, pues, disminuido drásticamente la capacidad de la monarquía española para prolongar la guerra en Flandes, dejando así campo abierto a una posible conquista de los Países Bajos por parte de Francia.

Esta nefasta situación, a la que se juntaba el frente de Portugal, llevó a Felipe IV a pactar, en posición de debilidad, un acuerdo con Francia para poner fin a la guerra que los oponía desde 1635. El tratado de los Pirineos fue entonces negociado por Luis de Haro y Mazarino, respectivos representantes de los soberanos de las monarquías española y francesa, el 7 de noviembre de 1659, en la isla de los Faisanes. 

El acuerdo preveía la cesión al reino de Francia del condado de Artois —salvo Aire y Saint-Omer— y partes de Flandes —Bourbourg, Gravelinas, Saint-Venant—, Luxemburgo —Damvillers, Montmédy, Thionville— y Henao —Avesnes-sur-Helpe, Landrecies, Le Quesnoy—, en la frontera del norte, así como plazas en Pignerol (Italia). En Alsacia, Brisach y Philippsbourg también pasaban bajo soberanía francesa. Por su parte, Francia devolvía a España el Charolais —en el Franco Condado— y las plazas que ocupaba en el principado de Cataluña, conservando no obstante el Rosellón, el Conflent, el Vallespir y una parte de Cerdeña. Dunquerque quedó para Inglaterra. También contemplaba el tratado la restitución de Lorena a su duque, pero sin el ducado de Bar, el condado de Clermont, Stenay, Dun y Jametz, mientras quedaba desmantelada Nancy.

Entre las cláusulas políticas, se pactó asimismo la boda entre Luis XIV de Francia y María Teresa de Austria, hija de Felipe IV de España, cuya dote se fijó en 500.000 escudos de oro, a cambio de renunciar esta a sus derechos sucesorios al trono de España, que se transmitían también por las mujeres. El precario estado de la hacienda castellana dejaba entrever la incapacidad de proceder al pago de la dote. De hecho, esta compensación no se pagaría nunca, como reconocería el propio Felipe IV en su testamento, lo que serviría de pretexto a Luis XIV para invalidar el tratado e iniciar nuevas hostilidades.

El segundo cartón de la serie de catorce tapices sobre La Historia del rey preparada para la manufactura de Los Gobelinos, fruto de la colaboración entre Charles Le Brun, director de la manufactura, y Adam Frans Van der Meulen, pintor flamenco que gozaba entonces de cierta fama en París, inmortalizó el encuentro que tuvo lugar los días 6 y 7 de junio de 1660 entre los reyes de Francia y España, encuentro que ratificaba el tratado de los Pirineos. La puesta en escena quería manifestar el nuevo y buen entendimiento que reinaba entre los dos soberanos, y dejar públicamente patente, desde la perspectiva francesa, el paso de una hegemonía a otra.

La Paz de los Pirineos se completó un año después por el Tratado de Llivia, firmado el 12 de noviembre de 1660. Se acordó en él la cesión a Francia de treinta y tres pueblos y lugares del valle de Carol y el Capcir, quedando el enclave de Llivia bajo dominio español. Del mismo modo, se precisaba la partición de la isla de Cerdaña entre España y Francia. El tratado incluyó también un indulto general y la restitución de bienes a todos los perseguidos durante los años de la sublevación catalana.

Con la firma de los tratados de Münster y de los Pirineos, la Monarquía hispánica ponía fin a dos de los tres conflictos mayores en los que estaba involucrada. También significaban un cambio en el orden europeo. La reputación española en Europa había llegado a su fin y así lo manifestaba el episodio de los embajadores de Londres en 166171. Desde la elección de Carlos I de Castilla como emperador, los embajadores españoles gozaban del privilegio de preceder a los representantes diplomáticos de las demás naciones. No obstante, esta prerrogativa era cuestionada por Francia, más aún desde la abdicación de Carlos V, pues los embajadores españoles ya no lo eran del Imperio. A partir de la década de 1650, los reyes de Francia redoblaron de esfuerzos para que se cambiara el orden de representación de las naciones a favor de sus embajadores. En respuesta al asesinato en Madrid del parlamentario inglés Anthony Ascham (ca. 1614-1650), plenipotenciario de la Mancomunidad de Inglaterra, por los realistas ingleses el 27 de mayo de 1650, el Lord Protector Cromwell había aprovechado la costumbre en Londres según la cual a la entrada de cada nuevo embajador asistían los coches y séquitos de los demás embajadores para honrarle para consentir un cambio en el orden de preeminencia en detrimento de la representación española. Hasta entonces, la colocación de los carruajes obedecía al orden de dignidad y grandeza que alcanzaban las naciones, de manera que los de España habían ido siempre delante de los de Francia. Pero el carruaje francés se antepuso al español, provocando la ofuscación de diplomáticos como Willem Bette (ca.1600-1658), marqués de Leyden y representante de los Países Bajos españoles.

Restaurada la monarquía inglesa en Carlos II, el 10 de octubre de 1661 se produjo un episodio análogo cuando el embajador extraordinario de Suecia, el conde de Brahe, hizo su entrada en Londres. En esta ocasión se produjo un violento altercado entre las servidumbres de las naciones francesa y española por la precedencia de sus respectivos embajadores en el acto. Para hacer valer su derecho, el conde de Estrades (1607-1686) había reunido en torno suyo unas cuatrocientas personas, incluyendo en su séquito a un grupo de oficiales de su regimiento en las Gravelinas y a algunos caballeros de la compañía de su hijo. El embajador español, el borgoñón Charles Watteville de Joux, barón de Watteville (1605-1670), también había prevenido cualquier enfrentamiento, procurando tener el apoyo de una gran muchedumbre. Al llegar a la ceremonia, los cocheros del embajador francés movieron sus caballos para pasar por delante de los de su homólogo español, pero los criados de este se tiraron a los franceses, hiriendo y matando a algunos, cortando las patas de sus caballos y los tirantes de sus coches, para recuperar finalmente el lugar preeminente que, según ellos, les correspondía. La reacción de Luis XIV no se hizo esperar. Pese a la promesa de castigo hecha por Carlos II de Inglaterra, el soberano francés expulsó al embajador extraordinario de España en Francia, el conde de Fuensaldaña, y emprendió una serie de acciones contra diplomáticos de la monarquía hispánica. Pidió asimismo reparación de Felipe IV, quien, en una carta del 29 de octubre, ordenaba a todos sus embajadores y ministros, así en Inglaterra como en las demás cortes europeas donde pudieran ocurrir situaciones semejantes, que se abstuvieran de asistir a las ceremonias presenciadas por embajadores del rey de Francia. La controversia duraría, no obstante, hasta el siglo XVIII, pero el paso atrás dado por Felipe IV suponía un duro revés diplomático. La monarquía española ya no ocupaba el lugar que había tenido hasta entonces.

Además, poco antes de su muerte, Felipe IV pudo conocer la derrota que iba a abrir camino a la independencia de Portugal. Los cuarenta y cuatro años de su reinado habían sellado la pérdida de la hegemonía española en Europa ante la indiferencia de una arruinada población. Solo se prolongaba la guerra de Portugal, que agotaba las últimas fuerzas de una monarquía hispánica «desorganizada y empobrecida»72.

El historiador inglés John Lynch fue implacable en su crítica hacia Felipe IV: 

Su concepción de la monarquía no era la de una monarquía nacional que trascendiera los intereses dinásticos. Aunque afirmaba amar a sus súbditos y deseaba aliviar sus penurias, se veía por encima de todo como representante de la dinastía de los Habsburgo, cuyas posesiones tenía que preservar. Estas posesiones eran para él una propiedad vinculada a perpetuidad y no estaba dispuesto a afrontar la responsabilidad de enajenar o perder una parte de su sagrada herencia. En ningún momento se le ocurrió preguntarse si la perpetuación de la presencia española en los Países Bajos o en Portugal reportaba beneficio alguno a sus súbditos españoles. El único criterio que guiaba su actuación eran sus derechos legales73.
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